
20402 Miércoles 28 mayo 2003 BOE núm. 127

Artículo 3. Expedición del título.

El título a que se refiere el apartado 1 del artícu-
lo 1 será expedido por el Rector de la Universidad Poli-
técnica de Valencia, de acuerdo con lo establecido en
el apartado 2 del artículo 34 de la Ley Orgánica 6/2001,
de 21 de diciembre, y demás normas vigentes, con expre-
sa mención de este real decreto que homologa el título.

Disposición final primera. Habilitación para el desarro-
llo reglamentario.

Por el Ministro de Educación, Cultura y Deporte, en
el ámbito de sus competencias, se dictarán las dispo-
siciones necesarias para el desarrollo y aplicación de
este real decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 9 de mayo de 2003.

JUAN CARLOS R.

La Ministra de Educación, Cultura y Deporte,
PILAR DEL CASTILLO VERA

MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA Y ALIMENTACIÓN

10621 CORRECCIÓN de errores del Real Decreto
373/2003, de 28 de marzo, de medidas
urgentes en el sector vitivinícola.

Advertido error en el Real Decreto 373/2003, de
28 de marzo, de medidas urgentes en el sector vitivi-
nícola, publicado en el «Boletín Oficial del Estado» núme-
ro 86, de 10 de abril de 2003, se procede a efectuar
la oportuna rectificación:

En la página 14062, primera columna, en el anexo I,
Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, donde
dice: «Albacete... 27 hl/ha», debe decir: «Albacete... 28
hl/ha»; y donde dice: «Ciudad Real... 29 hl/ha», debe
decir: «Ciudad Real... 30 hl/ha».

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CANARIAS

10622 LEY 8/2003, de 3 de abril, de Becas y Ayudas
a los Estudios Universitarios.

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de Canarias ha aprobado y yo, en nombre del Rey y
de acuerdo con lo que establece el artículo 12.8 del
Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publica-
ción de la Ley 8/2003, de 3 de abril, de Becas y Ayudas
a los Estudios Universitarios.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Impulsar la formación y cualificación de los ciuda-
danos constituye uno de los objetivos fundamentales
de las políticas desarrolladas por todos los poderes públi-
cos, dada su innegable importancia para alcanzar un
grado de bienestar social, económico y cultural acorde
con las posibilidades y retos que plantean las modernas
sociedades democráticas.

En el caso de la educación universitaria una de las
tareas prioritarias de la Administración consiste en garan-
tizar que el acceso a la misma se produce en función
de las aptitudes y vocación de los ciudadanos, sin que
se produzcan discriminaciones debidas a la capacidad
económica, nivel social o lugar de residencia del alumno.

En este contexto, la Comunidad Autónoma de Cana-
rias viene desarrollando desde hace tiempo una política
de becas dirigida a complementar el sistema establecido
por el Estado, partiendo del convencimiento de que las
peculiares condiciones geográficas y socioeconómicas
de nuestra Comunidad reclaman una atención y esfuer-
zos adicionales a los que desde la Administración general
del Estado se realizan en esta materia. Esta política de
becas ha tenido un reflejo normativo del máximo rango
con la aprobación de la Ley 3/1995, de 6 de febrero,
de Medidas de apoyo a los estudios universitarios, que
sustituyó a la Ley 10/1989, de 13 de julio, de idéntico
título.

La Ley 3/1995 se concibió para superar los proble-
mas que su predecesora presentaba en orden a con-
seguir un adecuado nivel de efectividad en las convo-
catorias de becas realizadas desde el Gobierno de Cana-
rias y con el propósito de implantar un marco general
de ayudas que facilitara el acceso y la realización de
estudios superiores.

Sin embargo, cuando han transcurrido siete años des-
de su aprobación, la vigente Ley padece en gran medida,
aunque por circunstancias diversas, los mismos males
que intentaba erradicar, por lo que se hace imperativo
abordar una regulación de nuevo cuño que, aprovechan-
do el bagaje de conocimientos derivados de las ante-
riores experiencias normativas, permita la consolidación
y crecimiento de una política de becas en nuestra Comu-
nidad, que se ajuste a los niveles de eficacia necesarios
para alcanzar sus objetivos.

El principal problema que presenta el marco norma-
tivo vigente radica en su falta de sintonía con las cir-
cunstancias reales del actual sistema universitario, con
lo que se dificulta seriamente que las convocatorias de
becas y ayudas realizadas desde el Gobierno de Canarias
puedan adecuarse satisfactoriamente a las necesidades
de los estudiantes de nuestra Comunidad. Esa falta de
ajuste obedece en parte a la propia evolución que se
ha producido en el sistema universitario desde 1995.
La implantación de los nuevos planes de estudio, la cre-
ciente movilidad del alumnado o la progresiva instau-
ración del distrito abierto son realidades no previstas
ni contempladas por las normas hoy vigentes, pese a
su indudable impacto sobre las condiciones en las que
se desenvuelven los estudios universitarios.

Otro de los factores que han contribuido a mermar
la eficacia de las convocatorias de becas del Gobierno
de Canarias deriva del carácter excesivamente reglamen-
tista de la Ley 3/1995, que regula con detalle cuestiones
como los requisitos económicos y académicos que
deben cumplir los alumnos para acceder a las becas,
restando margen de maniobra a las sucesivas convo-
catorias para adaptarse a las circunstancias imperantes
en cada momento.

También deben destacarse las repercusiones nega-
tivas generadas por la aplicación de la normativa sobre
ayudas y subvenciones de nuestra Comunidad, alguna
de cuyas previsiones, plenamente justificadas en otros


